Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 13 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, arquitecto Mariano Arana, y a sus asesores. 


SEÑOR MINISTRO.- Para acortar la exposición inicial -ya que está fijada una sesión extraordinaria del Senado para dentro de una 
hora-, diría que la presentación de algunos de los conceptos que serán desarrollados por el Director Nacional de Ordenamiento 
Territorial, arquitecto Villarmarzo, se inició formalmente el 6 de setiembre en la ciudad de Durazno, donde se reunieron varios de los 
Intendentes del país con más de setenta directores municipales y asesores directos de los Intendentes. Pocos días después de esa 
reunión, el 16 de setiembre se llevó a cabo una sesión de la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial donde se 
expusieron algunos de los conceptos que comenzarán a ser expuestos por nosotros y habrán de estar integrando la estructura 
básica del proyecto de ordenamiento territorial que oportunamente será presentado. 


El Ministerio se plantea, como una especie de objetivo estratégico, contar con una ley de ordenamiento y desarrollo territorial que 
permita estructurar las necesidades de desarrollo, dando prioridad a la función social de la propiedad de la tierra. Por eso, la 
primera reunión convenida con el Congreso de Intendentes se realizó en el interior del país el 6 de setiembre, como dije, 
concretamente en Durazno. 


También existe la necesidad de buscar la actualización y complementar el marco institucional y normativo para la gestión del 
territorio en forma ordenada y compatible con los aspectos ambientales que promuevan la calidad de vida de nuestra población en 
todo el territorio nacional. De alguna manera, sucede lo mismo con el fortalecimiento del Estado, habida cuenta de que el propio 
Ministerio es relativamente joven y cuenta con recursos quizás demasiado limitados para algunas de sus funciones que, 
entendemos, deben ser estructuradas, amplificadas, dinamizadas y respaldadas en el futuro próximo, por una ley específica en lo 
que tiene que ver con el ordenamiento. 


Por otra parte, quisiéramos señalar que ya se han iniciado gestiones como forma de relacionamiento descentralizado con todos los 
Gobiernos Departamentales y locales. Se han estructurado ciertas bases, por ejemplo, para un plan de ordenamiento territorial para 
Fray Bentos y su micro región. Desde luego, esto pasa a ser un factor esencial habida cuenta de la próxima instalación de 
importantes plantas de procesamiento de celulosa en el área. 


Otro de los temas estaría relacionado con la gestión territorial proactiva en la aplicación de la ordenanza costera atlántica del 
departamento de Rocha, con implicancias muy importantes en lo ambiental y también con las expectativas que se generan en 
cuanto al dinamismo económico. 


Otro aspecto, desarrollado en conjunción con los Gobiernos Departamentales, podría ser la elaboración de un plan de 
ordenamiento territorial para la Ciudad de la Costa, departamento de Canelones, en coordinación con OSE. 


Por otro lado, sería interesante el acompañamiento para la consideración del plan de desarrollo de Melo y al respecto ya se han 
hecho actuaciones importantes a cargo de la Universidad de la República y, particularmente, de la Facultad de Arquitectura. 


Otro podría ser la próxima finalización -esperamos que sea en un breve lapso- del plan de la ciudad de Río Branco, también en el 
departamento de Cerro Largo. 


Independientemente de esto, esperamos ver concretados una serie de convenios que deberán ser suscritos en la próxima semana, 
como aquellos que tienen que ver con las Intendencias de San José, Canelones, Treinta y Tres, con el departamento de Soriano, 
así como también otras Intendencias, como Florida, Rivera y Artigas. 


Para resumir lo más posible esta etapa inicial, diría que merece particular mención el proceso de cooperación iniciado con la 
llamada agencia metropolitana que involucra a los Gobiernos no sólo de la capital, de Montevideo, sino de San José, habiéndose 
considerado la necesidad de un ordenamiento territorial armónico y, de alguna manera, complementario entre un área que está 
concentrando largamente la mayoría de la población del Uruguay. 


Para no ahondar más en esta presentación inicial, estas son algunas de las preocupaciones y motivaciones que nos han impulsado 
a tratar de concretar lo que ya el Parlamento Nacional en el anterior Período había estado considerando y, particularmente, el 
Senado. Me refiero a una ley de ordenamiento territorial que espero que en esta Legislatura se pueda culminar, no sólo con las 
consideraciones en el Senado, sino también en la Cámara de Representantes. 


Entonces, si a los miembros de la Comisión les parece razonable, cedemos el uso de la palabra al Director Nacional de 
Ordenamiento Territorial, arquitecto Villarmarzo. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Hemos preparado una exposición acompañada con algunas imágenes. Hace unos días decía, con otro 
motivo, que hoy en día, si uno no tiene una exposición elaborada en "Power Point", parece como si no hubiera preparado lo que va 
a decir. Sin embargo, nuestra intención es ayudar a ordenar mejor la exposición. 


Creemos que el proyecto de ley de desarrollo territorial sostenible tiene que ser el eje de la puesta en marcha de una política 
nacional de desarrollo, con base territorial. Esto es así porque las políticas de ordenación del territorio son instrumentos de 
desarrollo económico, tanto a nivel nacional, como departamental y municipal, o local, según la nueva definición del año 1996. 


También es una herramienta de desarrollo humano y social en la medida en que apunta, básicamente, a construir equilibrios en el 
territorio y a la integración social en el medio físico. Asimismo, es un mecanismo de profundización de la democracia, en la medida 


en que favorece la expansión descentralizadora y el crecimiento de los poderes locales. 


Vale la pena aclarar que el territorio es concebido, no como un objeto de ordenación, sino como un factor de desarrollo y de 
crecimiento humano y físico, en un marco de sustentabilidad ambiental. 


Como bien decía el señor Ministro, estamos relanzando la discusión de un proyecto de ley, no sobre la base de un articulado sino 
sobre ciertas ideas que tienen que estar contenidas en una o varias leyes. En principio, empezaríamos con una ley marco para 
luego desencadenar un verdadero sistema legislativo en materia territorial. 


De modo que este tema tiene dos ámbitos: por un lado, está la viabilidad de la implementación de normativas a nivel nacional en el 
uso del territorio y en su ordenación, y por otro, están los niveles departamentales, que tienen la competencia de ordenamiento del 
territorio en su propio ámbito. 


Vamos a hablar con más detalle sobre este tema. De todos modos, quiero decir que los principales componentes de la normativa 
que proponemos son la temática del territorio, del suelo y la función social de la propiedad territorial, como planteaba el señor 
Ministro. Por otra parte, está la materia propia del territorio, como son los planes relacionados con esta temática, y también existe 
un tercer aspecto, singularmente importante, que es la regulación de las competencias que concurren en el territorio. Estas son las 
competencias nacionales y departamentales, su regulación y los mecanismos para dirimir los contenciosos, que normalmente se 
dan y que hoy no tienen un ámbito jurisdiccional previsto y adecuado. 


Entonces, esa construcción de una política territorial pasa por la consideración de la situación que encontramos. Al asumir la nueva 
Administración, nos encontramos con una situación cuyo análisis puede ser dividido en cuatro capítulos. 


En primer lugar, tal como decía el señor Ministro, la temática territorial ha tenido y tiene escasa presencia en las estructuras 
estatales. El Ministerio es nuevo y todavía no ha generado una presencia fuerte en las decisiones que afectan al territorio. La visión 
territorial ha sido marginada de las decisiones sectoriales que afectan al territorio. Teniendo en cuenta la compartimentación y la 
ejecución que el Estado tiene en la gestión territorial, podemos decir que no ha habido una política explícita de ordenación del 
territorio. Por otra parte, por más que la ley de creación del Ministerio así lo prevé, en los 15 años de existencia del Ministerio no ha 
habido formulación de políticas nacionales de ordenamiento territorial. Aunque en el año 1996 se realizó un intento en ese sentido 
con la contratación de una consultora privada, quedó como una monografía en el estante de algunos despachos de los jerarcas. 


En las decisiones territoriales no hay mecanismos de participación; me refiero a las decisiones que se toman sectorialmente, tanto 
por los Gobiernos Departamentales como por las instancias nacionales. A diferencia de lo que ocurre con los aspectos ambientales, 
no se han previsto mecanismos de participación ciudadana en decisiones que afectan la vida y la posibilidad de producir de la 
gente. 


No ha tenido lugar una orientación territorial por parte del Ministerio hacia el resto del Estado ni tampoco ha habido hasta ahora un 
asesoramiento -aunque se está comenzado a brindar- en materia de descentralización. Sobre este tema al que obliga la ley de 
creación del Ministerio, estamos trabajando con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


En cambio, sí ha habido -después lo voy a detallar un poco más- procesos de apoyo a Gobiernos Departamentales en materia de 
planeamiento, pero sin relación con las decisiones del Gobierno Nacional, que afectan esos mismos territorios. 


Por otra parte, ha existido un divorcio muy grande entre la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial y la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente, ya que no se realizó un trabajo conjunto, que era imprescindible. 


Como dije, ha habido acciones territoriales limitadas con los Gobiernos Departamentales. Se han financiado procesos de 
planeación con diverso éxito, que han presentado dos características. Por un lado, se han contratado esos trabajos fuera del 
aparato del Estado de manera que no quedaron en él capacidades instaladas, y por otro, en general, esos planes no han sido 
enviados a consideración de las respectivas Juntas Departamentales o bien ellas nunca los trataron o aprobaron. Por ejemplo, en 
la región centro, de los nueve planes ejecutados y financiados por nuestro Ministerio en su momento, hay sólo tres aprobados. 


Asimismo, ha habido un importante apoyo a la gestión en la costa oceánica, a través de un convenio firmado el 8 de julio con la 
Intendencia Municipal de Rocha, que profundiza esa cooperación para la gestión de la ordenanza costera. 


Se ha participado en dos agencias importantes, COPLATA y PROBIDES, y en los últimos dos años se puso en marcha -lo cual 
también es muy importante- la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial, que estaba prevista en la ley de creación del 
Ministerio, pero que en 13 años no se había convocado. 


Se hizo una propuesta de decreto -que no llegó a aprobarse- para estrategias de gestión costera, lo que en este momento está en 
etapa de revisión porque no había sido puesto a consideración de la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial. 


Asimismo se realizaron eventos de todo tipo; en particular, es de gran interés uno de prospectiva territorial, con el apoyo del PNUD. 


En el mismo sentido, se inició un observatorio habitacional territorial, volcando en una base cartográfica digitalizada los 
asentamientos de Montevideo y parte del área metropolitana de Paysandú, Salto y Rivera, así como la mayor parte de los 
conjuntos habitacionales hechos por el Ministerio y el Banco Hipotecario. 


Por lo demás, hay también una página web. 


En este conjunto de acciones realizadas en el ámbito territorial, en 1997 se iniciaron procesos de regularización de asentamiento 
en tierras de Montevideo, de propiedad del Ministerio y ninguno culminó, o sea que llevan más de ocho años de proceso. Se 
hicieron algunas cartas consultas con el programa PIAI. De las nueve propuestas que hay para terminar, solamente una está en 
obra; es decir que esto avanza muy lentamente. Las propuestas no salieron de Montevideo como, por ejemplo, el Programa de 
Revitalización en la Ciudad Vieja. 


Hay una muy débil institucionalidad. Nos encontramos con una Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial sin mandos medios, 
sin estructuras, sin capacidad ni normas de procedimiento, sin una cultura organizacional activa, con baja lealtad institucional, con 
muy escasa capacidad instalada para abordar las temáticas y sin especialización. En el Ministerio hay un solo ingeniero agrimensor 
para toda tarea, no hay ingenieros civiles ni agrónomos, no hay un economista; por consiguiente, no hay capacidad para abordar la 
problemática territorial, con toda la dificultad que conlleva. Básicamente contamos con arquitectos sin especialización, con una sola 
excepción. 


Encontramos un déficit cuantitativo y cualitativo enorme de recursos humanos para abordar las tareas. Además, hay una absoluta 
precarización física; se trataba de un lugar inviable para el trabajo y, además, era alquilado a muy alto costo. Hace un mes 
logramos mudamos a un local propiedad del Estado, por lo cual ahorramos el alquiler. 


La legislación territorial es absolutamente obsoleta, ya que no hay una normativa de base territorial en nuestro país. Hay una gran 
superposición de competencias en el territorio, producto de legislaciones no coordinadas entre sí. Tenemos una legislación del año 
1946, de creación y expansión de centros poblados que tiende a la fundación o crecimiento de ellos. Exige una renovación que 
nunca se aplicó y se utilizó excesivamente la vía de excepción en la aplicación de esa legislación. 


Los Gobiernos Departamentales no tienen instrumentos de gobernabilidad territorial efectiva, sobre todo en lo que tiene que ver con 
los aspectos de policía territorial. En el Uruguay no tenemos legislación de suelos contemporánea -como existe en, por lo menos, 
tres países de América del Sur- que permita manejar el suelo urbano eficientemente, y no hay, como ya dije, una normativa que 
asegure la participación de la ciudadanía en los procesos de gestión del territorio. Entonces el desafío, más que una ley, es 
construir una política territorial consistente y pertinente de la cual esa legislación forme parte. ¿Por qué una ley y un sistema 
legislativo? 


En principio una ley inicial que permita comenzar el proceso y luego ajustar la legislación que, seguramente, en algún momento, 
llegue a una revisión de la ley de expropiaciones de 1912 o revisiones de otros instrumentos jurídicos para acompasar a un sistema 
de gestión del territorio moderno. 


Las ideas que estamos proponiendo las hemos organizado en siete capítulos que vamos a tratar de repasar lo más rápidamente 
posible en honor al tiempo de que disponemos. 


En primer lugar, se intenta afirmar la concepción de un país para su gente, para sus habitantes, como dice la Constitución, 
generando mecanismos de solidaridad en la administración de los recursos, en el territorio, como parte de una política de Estado 
para el desarrollo sostenible en su base física. 


En lo que respecta al carácter del territorio como sustento de la vida colectiva, ante todo debemos recordar que, de acuerdo con lo 
que establece la Constitución, nuestro país es "la asociación política de todos los habitantes comprendidos dentro de su territorio". 
¡Quiere decir que el territorio aparece ya desde la definición fundacional. Ese territorio es un bien colectivo; entonces, es 
imprescindible avanzar en las definiciones para su uso social, al cual deben subordinarse claramente las utilizaciones y acciones de 
los individuos. 


Así, pues, aquí se plantea el ordenamiento del territorio como una política de Estado. El derecho de propiedad del suelo debe estar 
enmarcado en la consideración de la función social de la propiedad territorial. Los posibles derechos de acción sobre el territorio, 
como por ejemplo los de edificación, pertenecen a la sociedad y no a los propietarios del suelo, y es esa sociedad, a través de los 
gobiernos, la que autoriza la edificación, en este caso, tal como lo establece la ley de edificaciones de 1885 o el Código Civil 
aprobado unos años antes. Son derechos que otorga la sociedad a solicitud del propietario del suelo. Esta facultad que, 
básicamente, en nuestro ordenamiento jurídico poseen los Gobiernos Departamentales, debe estar regulada por normas claras, 
unívocas y públicas que establezcan los parámetros a que deben atenerse los particulares. 


Entonces, la ley deberá proclamar e instrumentar el principio de la función social de la propiedad del suelo o propiedad territorial, 
así como también generar mecanismos de gestión y control para el caso de su utilización no pertinente o la retención especulativa 
del suelo urbano, su no utilización o sub-utilización, el deterioro, la contaminación ambiental del suelo y la degradación ambiental. 


Las determinaciones que establezca esta ley serán la base para una revisión, como decía antes, de la legislación sobre 
expropiaciones, en la cual se recoja una visión actualizada sobre el papel de la propiedad territorial. 


El ordenamiento y el desarrollo territorial debe ser una política de Estado. Así, la ley debe asegurar que las orientaciones a nivel del 
territorio nacional, incluyendo a todos los departamentos, sean adoptadas como verdaderas políticas de Estado. 


En el ámbito nacional, el mecanismo será el establecimiento de directrices nacionales de ordenamiento territorial que conduzcan el 
proceso de desarrollo con base física, elaboradas con amplia participación y aprobadas por el Parlamento. Estas directrices 
tendrán que servir como una visión de conjunto del territorio, o sea, como una estrategia de desarrollo del territorio a mediano y 
largo plazo, en un marco orientador de estrategias regionales y de integración de los planes territoriales departamentales en el 
conjunto. 


Esta adopción de estrategias territoriales debe tener como base el sostenimiento de la calidad ambiental para las futuras 
generaciones. El ordenamiento territorial es una forma de promover el desarrollo sostenible y ambientalmente sustentable. 


En este marco de las directrices nacionales, podrán implementarse planes territoriales sectoriales como, por ejemplo, planes de 
transporte o de logística y otros planes de los distintos sectores del Estado a nivel productivo -cuencas productivas agropecuarias, 
forestales, arroceras, de soja, etcétera-, transversalizando en el territorio las acciones de los distintos Ministerios. 


Un punto importante a destacar es que se trata, como ya hemos señalado, de una ley marco, por lo que no en todos los temas se 
va a llegar a un nivel de detalle, y seguramente en algunos aspectos será necesario realizar una profundización posterior. La ley 
deberá declarar el interés general de la ordenación del territorio y tendrá que ser seguida por leyes posteriores. Asimismo, es 
imprescindible lograr, desde esta primera ley, la actualización de la Ley de Centros Poblados del año 1947. 


La función social de la propiedad territorial es uno de los principios, así como la distribución equilibrada de las cargas y beneficios 
originados por las decisiones del Estado. 


Tanto a nivel del Gobierno Nacional, como de los departamentales, el Estado adopta decisiones que son las que efectivamente 
modifican los valores de los inmuebles. El propietario de un inmueble en el medio urbano no tiene ninguna posibilidad de modificar 
su valor; la única manera de hacerlo es por medio de las decisiones que toman básicamente los Gobiernos Departamentales, 
aunque también lo hace el Gobierno Nacional. Entonces, esas decisiones que modifican los valores de los inmuebles y que 
producen a los particulares beneficios en algunos casos y cargas en otros, tienen que distribuirse en la sociedad. No puede ser que 
las decisiones cambien de un día para otro porque un propietario gane el "5 de Oro". La sociedad tiene derecho por las decisiones 
que toma. 


Esto afecta el mecanismo de la ley de expropiaciones, que seguramente habrá que modificar después, pero también deben 
aplicarse los instrumentos que están en la Constitución, como la contribución por mejoras o la imposición por los beneficios que 
otorgan los Gobiernos Departamentales y que está prevista como uno de sus recursos. También tenemos la captación de los 
aumentos de valor por las acciones y regulaciones de los gobiernos y su aplicación para el desarrollo territorial. 


No es una función, en este caso, de captación de recursos para otros usos, sino que deberán ser vertidos en la mejora territorial y 
en la administración del territorio. 


En cuanto a las intervenciones en el territorio, éstas deben ser un factor de inclusión espacial y social. La segregación y los 
procesos de exclusión social que se expresan en el territorio tienen, en la ordenación territorial, la oportunidad de iniciar 
mecanismos de reversión. Para ello, debe haber regulaciones especiales vinculadas a las áreas precarizadas urbanas, que en 
muchos casos están ocupadas irregularmente, pero no en todos, y siempre por sectores de población de bajos ingresos; los 
excluidos son siempre de estos sectores de población. En estos casos, deben aplicarse mecanismos de regulación de la tenencia 
que han sido aprobados en otros países como eficientes para mejorar esta situación. 


En la ley se debe encontrar, asimismo, mecanismos para la generación de cartera de suelo urbano para la vivienda de interés 
social. Esto nos lleva a la articulación necesaria con la política de vivienda del Plan Nacional de Vivienda, donde se incluye la visión 
territorial para los planes de vivienda, como uno de los ingredientes centrales del proyecto que está en estos momentos a 
consideración del Parlamento. Esa ley debe recoger esta visión desde el territorio y su coordinación con la Ley N* 13.728. 


Para subrayar la propuesta de un país más democrático, todo esto debe articularse con la coordinación y transversalización 
efectiva de políticas públicas, más democráticas, transparentes y participativas en materia de ordenación y gestión del territorio. Se 
trata de introducir la participación social en las decisiones referidas a la utilización y disposición del territorio en el hábitat, creando 
instancias efectivas para la participación de la sociedad civil en los procesos de definición del ordenamiento territorial, no sólo en lo 
que hace a la normativa sino también en lo que tiene que ver con las acciones concretas en el territorio. 


También se plantea institucionalizar la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial, así como contar con una verdadera 
política de comunicación y no sólo de información; esto es, que sea una política de ida y vuelta en lo que a información se refiere. 


En la gestión territorial, el territorio es el gran transversalizador, porque todos los que actúan se encuentran en él. Por lo tanto, la 
transversalización debe convertirse en un instrumento de gestión territorial y ambiental. El ordenamiento territorial es, por 
naturaleza, una política transversal y suprasectorial; no es un sector más, sino una forma de orientar y coordinar las acciones 
sectoriales que transforman y modifican al territorio. Entonces, el ordenamiento territorial como actividad de gobierno se basa en la 
coordinación y cooperación entre los sectores. La ley debe afirmar esas instancias y procedimientos para la coordinación eficaz 
entre las competencias. En el territorio no sólo existen competencias concurrentes, sino también acciones de organismos y 
empresas públicas que, sin tener competencias en el territorio, lo modifican, muchas veces sin instancias de coordinación. 


Es imprescindible generar mecanismos e instrumentos para realizar esa coordinación obligatoria y la anticipación de los conflictos 
que inevitablemente se dan en el territorio. Es por ello que se establece la obligatoriedad de articular las decisiones sectoriales y 
cooperar en la actuación en el territorio entre todas las dependencias y niveles gubernamentales. 


Hoy en día, tal como señalé anteriormente, por diversas leyes, las distintas dependencias estatales no están obligadas a coordinar 
con las demás lo que deciden. Por ejemplo, el predio rural que alberga la Quebrada de Los Cuervos está designado como de 
prioridad para la explotación de calizas. Eso es legalmente correcto, porque existe una ley nacional que permite a DINAMIGE 
adoptar esa decisión sin estar obligada a coordinar con nadie más. A su vez, esta Dirección también autorizó la explotación de 
piedra en Sierra Mahoma y en Chamangá. Está bien que sus Directores puedan tener sensibilidad y procuren la coordinación, pero 
eso no puede depender de la voluntad del jerarca de turno. 


Aclaro que ejemplifico la situación con DINAMIGE, pero puedo decir que sucede lo mismo con otras numerosas áreas del Estado; 
la modificación de la carretera o el traslado de un peaje, con toda la implicancia de movilidad de la población que tiene una decisión 
de ese tipo, no es necesario consultarlo con el Gobierno municipal ni con otros organismos del Gobierno Nacional. 


Por lo tanto, la obligatoriedad de instancias de coordinación y transversalización es un imperativo de la etapa actual de desarrollo 
de nuestra sociedad. Esto implica, también, la incorporación de la concertación público privada en la gestión territorial. En el 
territorio, los particulares tienen mucho por hacer y, de hecho, han formado nuestras ciudades. Insisto: es imprescindible incorporar 
mecanismos de cooperación. 


Por otro lado, en la medida en que el ordenamiento territorial es un mecanismo de desarrollo social y productivo, debe apuntar a 
una concepción del territorio como sustento del desarrollo sostenible. En tal sentido, el ordenamiento territorial es una herramienta 
para el desarrollo ambientalmente sustentable. 


La ley debe asegurar que el ordenamiento territorial se constituya en el regulador de las actuaciones en el territorio, de que haya 
previsiones de ordenación en el territorio respecto a la sostenibilidad ambiental, a la conservación de la biodiversidad, y que regule 
los procesos de ocupación, utilización y transformación que ocurren en el territorio, promoviendo la mejora de calidad de vida de la 


población -ese es el objetivo final- y la explotación sustentable de los recursos para generar trabajo e ingresos para las familias, 
con una mejor distribución de los ingresos. 


La ley incorporará mecanismos para el apoyo efectivo al sistema productivo de base territorial. 


Es imprescindible para la cooperación público-privada la incorporación de instrumentos modernos de economía mixta, a nivel tanto 
nacional como departamental. 


La única forma de atraer capitales privados no debe ser la concesión de obra pública o de servicios públicos, que en el Primer 
Mundo -por ejemplo, en los países de Europa occidental- desde hace varios años se está abandonando o se ha abandonado 
totalmente. 


Además, el ordenamiento territorial tiene que servir para promover el uso eficaz de lo que ya tenemos. Estamos hablando de 
generaciones que han invertido en el territorio -no sólo en el urbano-, y es socialmente muy injusto y hasta inmoral seguir haciendo 
inversión social cuando ya está hecha. La ley tiene que garantizar la optimización de esas inversiones que han hecho las 
generaciones que nos precedieron. 


Incorporar la legislación ambiental a la territorial es otro de los desafíos; la legislación ambiental ha avanzado mucho más que la 
territorial, y coordinar estas dos legislaciones es muy importante. 


Por otro lado, se apunta a unificar los procedimientos que hoy existen -recién mencionaba los de minería, pero también pensamos 
en los de impacto ambiental- en un todo ordenado y estructurado que permita tomar las decisiones con una visión integral y no 
sectorial, como está sucediendo hasta la fecha. 


Tenemos la visión de un país integrado, física y socialmente, en todos sus sectores de población, en la perspectiva de un desarrollo 
urbano y rural con efectiva descentralización. Los planes de ordenamiento territorial, con una regulación vinculante respecto a los 
usos del suelo -que hoy es potestad de los Gobiernos Departamentales-, deben tener fuerza legal, incluso imponiéndose sobre las 
decisiones de las Empresas Públicas y además superando la visión exclusivamente urbana que ha caracterizado los pocos planes 
que han existido en el pasado. Debe haber ámbitos flexibles, que puedan abarcar micro o mesorregiones, contribuyendo a la 
descentralización efectiva de nuestro país. 


Otro objetivo es la incorporación de la concertación en todas las escalas. La idea es tener estrategias nacionales y regionales 
concertadas por los Gobiernos y las comunidades locales. 


Por otro lado, concebimos a la ley como generadora de instrumentos de gobernancia. Estamos pensando no sólo en la 
gobernabilidad unidireccional desde el Gobierno Nacional o departamental sobre el territorio, sino en la integración de todos los 
actores cuyas decisiones afectan la vida de la comunidad. 


También se apunta a lograr mecanismos de coordinación territorial para las estrategias en el MERCOSUR. Hay iniciativas 
regionales importantes de integración física y el Uruguay está abordando esas discusiones y acciones conjuntas con los otros 
países sin una estrategia nacional al respecto. Hoy en la mañana hubo una reunión convocada por el coordinador nacional de la 
iniciativa para la integración de las infraestructuras regionales sudamericanas de obras públicas y resulta claro que el Uruguay no 
tiene una estrategia territorial regional y que sí la tienen Argentina, Brasil y Chile. 


Es imprescindible la articulación del territorio en áreas de particular sensibilidad y vulnerabilidad como son las áreas de la costa. La 
humanidad se traslada masivamente y crece en las áreas costeras. Para 2025, más del 90% de la población mundial va a vivir en 
la costa y el proceso uruguayo no es la excepción. A la vez, en nuestro país hay concentración de población en áreas de frontera, 
por lo que necesitamos mecanismos como los que tiene Brasil. Concretamente, Brasil tiene una red de municipios de frontera y 
legislación específica para las ciudades compartidas con frontera seca, pero nosotros no. 


También precisamos mecanismos que regulen la cooperación entre los Gobiernos Departamentales. En ese sentido, recién 
hablábamos con el ex Intendente, el señor Senador Lapaz, sobre los temas relacionados con las ciudades frontera de 
departamento y con la cooperación entre departamentos, que no tienen una regulación efectiva. Allí se destinan capacidades de 
inversión de los departamentos y, por ejemplo, puede ser muy linda la idea de que el gobierno de Salto pavimente la entrada de 
una terma en Paysandú, porque queda más cerca, pero hay que definir quién lo paga y cómo se regula. Entonces, existe la 
necesidad de actualizar la Ley Orgánica Municipal en lo que tiene que ver con las competencias territoriales de los Gobiernos 
Departamentales. 


Finalmente, la ley también puede regular cosas referentes a la necesaria innovación y la capacitación tecnológica y científica. En 
los aspectos territoriales ha habido enormes avances tecnológicos. Nuestro país, sobre todo el Gobierno Departamental de 
Montevideo, ha hecho aportes interesantes en el terreno del software libre y creemos que la ley puede ser una interesante 
oportunidad para promover redes informáticas y el crecimiento de las capacidades nacionales de abordar los sistemas de 
información territorial. En estos días, con la cooperación de la FAO, se está desarrollando un curso de formación de cuadros de la 
Administración Pública en mecanismos de percepción remota por satélite de cobertura de suelos. En definitiva, hay enormes 
potencialidades de desarrollo que la ley puede ayudar a consolidar. 


En el marco de una construcción de una estrategia territorial, un sistema legislativo moderno respecto al ordenamiento territorial se 
vuelve imprescindible. Nuestro Ministerio firmó un convenio con la Cátedra de Arquitectura Legal de la Facultad de Arquitectura de 
la Universidad de la República , ya que es el único lugar en el país en el que hay investigación y desarrollo de los aspectos 
legislativos y normativos relacionados con el territorio. La idea es que esta Cátedra pueda cooperar con el Ministerio en la 
redacción del articulado del proyecto de ley y esperamos comenzar a tener borradores de dicho articulado. Naturalmente, no bien 
los vayamos teniendo, nuestro compromiso es ir analizándolos con la Comisión del Senado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como ya le explicamos a la delegación que nos visita, se fijó una sesión extraordinaria para las 15 horas, 
pero no lo sabíamos cuando hicimos la citación a nuestros invitados. Por tanto, pedimos las disculpas del caso y tendríamos que 
combinar otra reunión, porque son cosas que pasan en la vida parlamentaria. 


SEÑOR LAPAZ.- Además de agradecer la presencia del señor Ministro, del Director Nacional de Ordenamiento Territorial y 
asesores, quisiera solicitarles que nos dejen una copia del material para poder seguir analizando el tema en la Comisión. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Con mucho gusto. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 59 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


